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    A Gema, por aceptar compartir el camino juntos y, sobre todo, por sus consejos y su bendita paciencia.


  




  

    Prólogo




    No es posible hablar de los santos populares y de la religiosidad popular que los genera, sin referirnos a la superstición. La palabra, que tiene en nuestro tiempo connotaciones negativas, viene del latín superstitio (super = sobre, stare = estar y tion = acción o efecto) y se refiere, en su sentido etimológico, a lo que está por encima de una situación o, en un sentido más elaborado, lo que se encuentra encima de lo establecido y que persiste o pervive en la mente de las personas como un elemento sobre añadido. La superstición tiene así características religiosas que permiten a la gente religarse, unirse en una esperanza, y elementos sobrenaturales, incluso fantásticos, que permiten que la esperanza tenga un carácter trascendente, incluso, como nos lo muestra el libro de José Gil Olmos, mesiánico y redentorista.




    Estas supersticiones, que en el pasado no eran condenadas ni vistas de manera negativa, aparecen y continúan apareciendo no sólo en todas las grandes tradiciones religiosas, sino en los héroes que forman parte del santoral laico del Estado. La propia Iglesia, a pesar de la condena que hace de muchos de los cultos que el libro de Gil Olmos nos relata, está llena de ellas. Pensemos simplemente en muchos de los Evangelios apócrifos que —antes de que se constituyera el canon del Nuevo Testamento en el siglo IV, que los redujo a cuatro, eran parte de la nueva fe— están llenos de elementos fantásticos o en la larga tradición hagiografía, de la que dan testimonio los comics de las Historias ejemplares que circularon en los puestos de periódico de los años sesenta, en donde las vidas de los santos son una mezcla de hechos tan heroicos como irreales. Recuerdo en este sentido la historia de una pequeña cuya santidad era tal que, según su biógrafo, de recién nacida se negaba los sábados a ser amamantada porque ese día la tradición lo consagró a la Virgen. El Estado laico, en sus versiones liberal, fascista o comunista, está también lleno de héroes que, como copia de las hagiografías católicas, realizan actos de una heroicidad sentimentalmente conmovedora. Quién no recuerda, para hablar de nuestra historia patria, la losa con la que la que Juan José de los Reyes Martínez Amaro, El Pípila, cargó sus espaldas para eludir el fuego enemigo e incendiar la Alhóndiga de Granaditas al lado de las huestes de Hidalgo o a Juan Escutia —del que en realidad lo único que se sabe es que murió en la defensa del Castillo de Chapultepec durante la intervención estadounidense— envolviéndose en la bandera de México y lanzándose al precipicio para evitar que el símbolo de la nación cayera en manos enemigas.




    Estas leyendas populares, que nadie puede detener y que forman parte de procesos ideológicos de control político o de las aspiraciones redentoristas de un pueblo humillado y sin directrices, han vuelto a renacer en medio de un México roto y devastado por la violencia del crimen organizado y del Estado.




    Los que el libro de José Gil recoge pertenecen, con excepción de san Judas Tadeo y san Toribio, reconocidos por la propia Iglesia católica, a esta última categoría. Van de santos y cultos que nacieron en los periodos de la Revolución mexicana y de la guerra cristera, como el de Teresa Urrea, la Santa de Cabora, o Fidencio, el Santo Niño Sanador, hasta los que en medio de la guerra contra el narco tienen una filiación tan imprecisa como aterradora, como el de la Santa Muerte, el de Malverde o el de Nazario, de quien Gil Olmos nos habló ya en su libro Batallas de Michoacán (Proceso, 2015). Nos habla de otros cultos más que vienen directamente de los héroes revolucionarios que nacieron del pueblo mismo, como Benito Juárez, Emiliano Zapata y Pancho Villa, asociados en la religiosidad popular con el maíz, alimento fundamental de la cultura mexicana, la justicia y las causas sociales. Todas esas historias, que, como toda superstición, se sobreponen a la realidad establecida, están llenas de verdad histórica, sincretismo religioso y político, fantasía sobrenatural y sueños mesiánicos de una vida donde la igualdad y la justicia reinen.




    Mucho habría que hablar desde la perspectiva antropológica de la construcción de estas figuras y estos cultos que atraviesan no sólo la historia de nuestro país, sino la del mundo entero. Sobre ellos, antropólogos e historiadores como René Girard, Norman Cohn, para el mundo europeo, y Elio Masferrer, en México, se han inclinado para desentrañarlos. Para José Gil Olmos, que los mira y los relata con la mirada del periodista, esos santos y sus cultos son formas que el pueblo genera en sus crisis religiosas y políticas más duras para sobrevivir en un “mar de incertidumbres”, santos y cultos populares que surgen y se reproducen “aglutinando a millones de mexicanos que buscan alivio, refugio, auxilio ante el desamparo, la injusticia, el infortunio, las penurias y miserias”, formas religiosas de la rebelión y la esperanza.




    Para mí, que hundo mis raíces en el minimalismo de la mística, Santos populares de José Gil Olmos me hablan de esos momentos de profunda crisis civilizatoria en que la humanidad frisa el final de los tiempos y entra en un grave estado de anomia y de destrucción que me hace temblar y, a diferencia de la esperanza popular que estos cultos avivan en sus seguidores, agotan la mía en la historia y en el hombre.




    Sea lo que sea, las historias que José Gil Olmos nos narra en este libro son tan fascinantes como reveladoras de estos tiempos oscuros, atroces y miserables.




    JAVIER SICILIA




    Barranca de Acapantzingo, 2 de octubre de 2016


  




  

    Breve introducción




    Desde finales del siglo XX, México está sumido en una de sus peores crisis, en particular en lo referente a la violencia e inseguridad. El crimen organizado ha logrado entronizarse y ahora es el grupo más poderoso, capaz de controlar buena parte del territorio nacional; se ha erigido en un nuevo tipo de gobierno que ejerce su fuerza y control absolutos a través del terror.




    Actualmente, el mapa mexicano se encuentra dividido en zonas que los grupos delictivos se disputan de una manera salvaje e inmisericorde, sometiendo a la población a una vida llena de zozobra, incertidumbre e inseguridad, pues las instituciones de gobierno han sido rebasadas e incluso muchas veces terminan fundiéndose con las organizaciones criminales.




    Convertidos en corresponsales de guerra, los periodistas mexicanos hemos cubierto esta problemática al contar la historia de cada una de estas organizaciones, la de sus jefes y sus familias, sus peleas y el surgimiento de sus emporios que trascienden fronteras.




    Las imágenes de batallas sangrientas en las calles de pueblos, comunidades y ciudades, en las montañas, cerros y playas, han sido registradas en las páginas de todos los periódicos y revistas, a veces con cierto morbo. Los noticieros de las televisoras y estaciones de radio comenzaron a reportar cada hora las bajas que ya alcanzan más de 150 mil muertos desde el 2006, cuando el presidente Felipe Calderón lanzó de manera irresponsable la declaración de guerra contra el narcotráfico.




    A la par, la prensa ha registrado los escándalos de corrupción entre autoridades y políticos de todas las corrientes ideológicas y los casos de impunidad, pues muchos de estos personajes de la vida pública —jefes de las policías, militares, presidentes municipales, gobernadores, legisladores, empresarios, banqueros, inversionistas, etcétera— fueron cooptados por los delincuentes.




    Paralelamente, se han documentado las ejecuciones diarias de gente inocente —que el presidente Felipe Calderón llamó impúdicamente “bajas colaterales”— y las desapariciones de miles de personas de todas las edades que se convirtieron en rehenes de un negocio sumamente próspero: las extorsiones y los secuestros. Muchas de estas personas fueron llevadas a los campos de siembra y cultivo de mariguana y amapola, se convirtieron en los nuevos esclavos del siglo.




    Más tarde se descubrieron en diversas partes del país cientos de fosas clandestinas —como las de San Fernando, en Tamaulipas; La Barca, en Jalisco, o Tlalmanalco, en el Estado de México—, con miles de cuerpos torturados y mutilados, así como tambos con ácido empleados para deshacer cadáveres —como el caso protagonizado por Santiago Meza López, mejor conocido como el Pozolero, que disolvió más de trescientos cuerpos.




    También fuimos testigos del surgimiento de movimientos de los familiares de las víctimas de asesinados y desaparecidos que no han alcanzado a ser actores del cambio, al menos no en el nivel deseado, a pesar del papel protagónico que han tenido. Algunos reporteros se dedicaron a la loable tarea de traducir en historias de vidas los números de “bajas colaterales”, dándoles un rostro a las estadísticas fatales.




    Dentro de este panorama han cobrado notoriedad otros fenómenos sociales importantes que nos retratan la forma en que miles de mexicanos enfrentan los tiempos. Se trata de la necesidad colectiva por asirse de algo, en medio de la tormenta o de la oscura noche que no acaba. Hablamos del renacimiento de los santos populares.




    Este libro cuenta su historia, retrata estas figuras sacralizadas a los que todos los días rezan los millones de desamparados que buscan en su regazo una esperanza y un refugio. Se trata de recuperar de la memoria colectiva la historia de hombres y mujeres que en el último siglo fueron santificados, no por una jerarquía eclesiástica, sino por obra y gracia de la fe popular. Asimismo, se presentan las historias de algunas de las corrientes religiosas más importantes, que surgieron desde principios del siglo XX y que, a cien años de creadas, siguen vigentes, aglutinando a millones de mexicanos que buscan alivio, refugio, auxilio ante el desamparo, la injusticia, el infortunio, las penurias y miserias. En la mayoría de los casos han recibido condenas de la jerarquía católica, pero los creyentes han sabido cómo conciliarlas. Acaso porque estos cultos brindan respuestas ahí donde los credos oficiales permanecen en silencio.




    Tiempo de santos




    Desde los años de la Revolución, cuando el país se hundió en una severa crisis, no habían aparecido tantos santos populares como ahora los vemos reflejados en decenas de imágenes, efigies o fotografías en altares y capillas construidas en las calles o en algún lugar especial dentro de la casas de millones de familias.




    Santos populares, santos profanos, santos extraoficiales, santos bandidos o santos del pueblo son algunas de las denominaciones que se les han dado a esos personajes que, en su mayor parte, tuvieron una vida de martirio y manifestaron dones de sanación y protección para los sectores más golpeados de la sociedad.




    A finales del siglo XIX y principios del XX, esto es, durante la etapa que va de los últimos años del porfiriato al final de la Revolución, surgieron algunos de estos personajes. Entre ellos podemos mencionar a la Niña Santa de Cabora, el Niño Fidencio, Juan Soldado y Juan del Jarro. Tiempo después se han sumado otros, como Jesús Malverde, Emiliano Zapata, Francisco Villa, Benito Juárez, la Santa Muerte, san Nazario, san Toribio, la Virgen Zapatista, así como la Virgen y el Santo Niño de la APPO.




    Estos santos están presentes principalmente entre campesinos y obreros pobres, entre los desempleados y enfermos sin asistencia social, entre los jóvenes sin futuro o entre las amas de casa que luchan por mantener a sus hijos; aunque también entre aquellos que no han tenido otra opción que el camino de la ilegalidad frente a la imposibilidad de subsistir de otra manera. Por ello, algunos de los sectores más conservadores los califican como protectores de maleantes, narcos, secuestradores, violadores o delincuentes en general.




    El proceso que describe cómo la gente enriquece la existencia de estos personajes y los representa a partir de su fe resulta apasionante. A la Santa Muerte, por ejemplo, la visten de novia, futbolista o de charro; a Jesús Malverde lo visten con la camiseta de la selección nacional de futbol y la foto del Chapo en el pecho; a Emiliano Zapata le ponen querubines con bigotes y sombrero orando para que ayude en las causas justas; a Pancho Villa lo estampan en el vaso de una veladora que encienden para rogarle amparo; a Benito Juárez le rezan en un estandarte pidiendo su protección mientras desgranan una mazorca de maíz; los zapatistas le cubren el rostro a la Virgen de Guadalupe con un pasamontañas; mientras que a la Virgen de la APPO sus fieles le pusieron una máscara antigas y al Santo Niño de la APPO una playera de los Pumas, el equipo de futbol, y un casco para protegerse de los golpes de los policías.




    Frente a esta gama de santos populares y nuevas religiones no hay necesidad de intermediarios. Se puede hablar directamente con estos personajes y pedirles lo que el Estado mexicano debería de proporcionar como una obligación: seguridad, justicia, equidad, educación, salud, vivienda, trabajo y bienestar social.




    El resurgimiento de este fenómeno religioso en todo el país no es casual sino causal. De alguna forma, el Estado mexicano debería de darles las gracias a todos ellos porque se han convertido en catalizadores de la creciente inconformidad social que, en lugar de encaminarse, hacia la rebelión ha dirigido sus pasos hacia las capillas.




    La crisis, la madre de todos los santos




    Desde la Guerra Cristera de 1926-1929, México no vivía una tragedia tan grande en violencia y muertes. Según el historiador Jean Meyer, durante esos años de conflicto religioso murieron alrededor de 150 mil mexicanos, cifra que hoy ya es rebasada por la guerra contra el narcotráfico declarada por Felipe Calderón en el 2006 y que continúa Enrique Peña Nieto, con las mismas consecuencias fatales.




    Además, en las últimas tres décadas el número de mexicanos pobres pasó de 20 a 53 millones, la inflación creció más de 300%, el desempleo alcanzo a más de 40 millones de adultos que sobreviven en la economía informal y existen millones de familias que no encuentran una respuesta satisfactoria a sus males en las instituciones de salud como el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), que han sido abandonados por el gobierno neoliberal desde 1988.




    De acuerdo con los números de las instancias oficiales y bancarias, a partir de 1976 el país ha sufrido seis crisis económicas severas con sus respectivos impactos sociales, principalmente en las clases medias y bajas. Las más profundas se dieron a partir de 1982, en el sexenio de José López Portillo, y alcanzaron su máximo tope en 1996, con el famoso “error de diciembre” que compartieron Carlos Salinas y Ernesto Zedillo. Este crack financiero generó casi 70% de pobreza patrimonial de las familias, 49% de pobreza en capacidades y 39% de pobreza alimentaria en todo el país.




    Manuel Aguirre Botello presenta con claridad las etapas más severas y sus efectos sociales. Para ello se basa en los datos de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), cuyos resultados se hicieron públicos el 16 de julio de 2013, así como en mediciones de la pobreza realizados desde el sexenio de Salinas de Gortari, cuando empieza funcionar el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).




    

      Es en verdad impactante observar cómo de 1994 a 1996 el porcentaje de pobreza patrimonial creció del 52.4 al 69% de la población total, con una pendiente de casi 45 grados en tan sólo dos años —afirma el investigador—. El significado en palabras llanas es que un gran número de personas perdió su patrimonio en virtud de que las elevadas tasas de interés impidieron el pago de la deuda y perdieron sus casas y sus automóviles. No es una cifra despreciable y representa un total de 16 millones 922 mil 195 personas que perdieron su patrimonio en dos años. De igual manera refleja la pérdida de capacidad adquisitiva para cubrir vestido, salud, educación y esparcimiento y en este caso la cresta tiene una pendiente similar y aumentó de 30.0% en 1994 a 46.9% en 1996 hablamos ahora de de aquellos que no tenían patrimonio que perder, pero sí vieron seriamente menguados sus ingresos y representaron un total de 16 millones 536 mil 86 personas.




      Mas no fue todo, un número similar de habitantes de este país perdieron su capacidad de compra de lo más indispensable, la canasta básica, y pasaron a formar parte del estrato denominado en pobreza alimentaria, que en palabras llanas significa que no cubrían sus necesidades alimenticias. En este caso pasamos del ya considerado alto 21.2% en 1994 al 37.4% en 1996, representando un aumento en la pobreza alimentaria de 15 millones 636 mil 246 nuevos pobres en tan sólo dos años. Ése fue el trágico desenlace de la conocida crisis del error de diciembre en el periodo Salinas-Zedillo.1


    




    Esta crisis, conocida a nivel internacional como el “efecto Tequila”, fue la primera que impactó en los mercados internacionales. Después de este momento, tanto Zedillo como Vicente Fox lograron bajar los índices de pobreza. El Banco Mundial consideró 2006 como el mejor momento dentro del periodo de mediciones conocidos.




    En 2008, durante el sexenio de Felipe Calderón, una nueva crisis golpeó la economía nacional con el crack financiero de los Estados Unidos cuyos efectos globales aún perduran.




    De acuerdo con el análisis comparativo de las crisis económicas realizado por Botello, el incremento de pobreza patrimonial fue de 47.7% en 2008 a 52.3% en 2012, es decir, 9 millones 56 mil 716 personas se vieron afectadas durante ese periodo. En los índices de pobreza de capacidades se pasó de 25.3% a 28%, lo que refleja un incremento equivalente a 5 millones 114 mil 52 personas afectadas. En tanto que de la pobreza alimentaria creció de 18.4% a 19.7%, equivalente a un total de 2 millones 874 mil 390 personas.




    Esta última cifra —abunda el propio Botello— refleja el apoyo fundamental que las clases más desprotegidas han recibido mediante programas sociales en los últimos años. Evidentemente, no hay punto de comparación entre la crisis del error de diciembre y la crisis mundial importada de los Estados Unidos y Europa. Resulta de mucha importancia observar que la crisis 1994-1996 afectó casi en el mismo grado a los tres estratos de pobreza evaluados, mientras que en la crisis actual, los más afectados han sido los que más tienen y perdieron todo o parte de su patrimonio, mientras que el incremento de quienes padecen de carencia para completar su alimentación fue mucho menor. Las pendientes de las curvas en 2008-2012 lo dicen todo: son menos pronunciadas. Y la de pobreza alimentaria creció solamente 1.3% en el mismo periodo. Después de todo, es lo mejor que pudo suceder.




    A esta crisis habría que agregar otros factores que impactaron en los niveles de confianza y credibilidad social en las instituciones de gobierno, legislativas y judiciales, así como en las educativas y, sobre todo, en las eclesiásticas, principalmente las católicas.




    Mencionaremos algunas de las que considero más importantes por su efecto negativo de la percepción social.




    A raíz de la crisis de 1995-1996 la banca privada comenzó a cobrar intereses sobre intereses a sus deudores. A pesar de que la usura o el anatocismo está prohibido por la Constitución, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) rechazó los miles de amparos que interpusieron las familias afectadas en contra de la voracidad de los bancos. Abandonó a la población más afectada, aduciendo que era un conflicto mercantil entre particulares; de esta forma golpeó la credibilidad social que había en la máxima instancia de justicia. Fue hasta 2011, al aceptar los tratados internacionales en materia de derechos humanos, cuando se modificó el artículo primero de la Constitución, con lo que adoptó un perfil predominante pro homine o a favor de las personas, prohibiendo nuevamente la usura.




    No obstante, el daño social ya estaba hecho y se ahondó cuando en el Congreso de la Unión los diputados y senadores decidieron rescatar de la crisis financiera a los bancos antes que a los ciudadanos, lo que impactó negativamente en su ya de por sí criticada figura de representantes populares.




    Los partidos políticos aprobaron la aplicación del Fondo Bancario de Protección a Ahorro (Fobaproa) que consistió en absorber las deudas ante los bancos, estimadas en 552 mil millones de pesos para capitalizar el sistema financiero y, supuestamente, garantizar el dinero de los ahorradores. La cartera vencida se canjeó por pagarés ante el Banco de México y equivalía, en ese entonces, a 40% del producto interno bruto (PIB) de 1997, a las dos terceras partes del Presupuesto de Egresos para 1998 y el doble de la deuda pública interna.




    En enero de 1995 el gobierno de Zedillo creó el Programa de Capitalización Temporal y propuso a los deudores de la banca reestructurar sus deudas por medio de unidades de inversión (UDI’s). Sin embargo, muchas empresas no pudieron pagar sus deudas, y para reestructurarlas se creó en 1996 la Unidad Coordinadora para el Acuerdo Bancario Empresarial (Ucabe), que funcionó con recursos fiscales a instancias de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP). Éste sirvió de aval para el rescate bancario y benefició a 54 empresas con un monto de 9 mil 700 millones de dólares.




    Fue así que el erario público, el dinero de la gente, sirvió para cubrir la enorme deuda bancaria generada por los mismos inversionistas que, ante el advenimiento del crack financiero, decidieron sacar del país miles de millones de dólares para depositarlos en los bancos extranjeros.




    Mientras la deuda privada fue respaldada con dinero público, el gobierno nunca apoyó a la gente para salir del agujero financiero; al contrario, aumentaron los impuestos, se congelaron los salarios mínimos, se redujo el presupuesto en programas sociales, educativos y de salud. En una palabra, se dejó al garete a miles de familias, lo que generó suicidios, enfermedades, desahucios, casas, autos abandonados y más deudas.




    Para fines de nuestro libro, podemos destacar que precisamente en los años del crack financiero la antropóloga Katia Perdigón Castañeda detectó el crecimiento de uno de los cultos populares más importantes de México en medio siglo, el de la Santa Muerte. La devoción comenzó en los sectores más marginados y pasó a la clase pobre y media mexicana que empezó a comprar las estampas y figuras del esqueleto vestido con un sayal y una guadaña en la mano, para pedirle “favores” que en realidad son derechos incumplidos por el Estado mexicano: seguridad y bienestar social.2




    Otro elemento que ha impactado en la sociedad mexicana ha sido el papel educativo de las empresas televisivas. Durante décadas, Televisa ha sido el principal instrumento educador para millones de mexicanos; a través de sus canales ha impartido valores individuales, de competencia, violencia, clasismo, racismo, apatía social, así como de información parcial y oficial que no refleja la realidad.




    Esta empresa impuso un modelo de televisión que fue replicada por otras, como TV Azteca, de Ricardo Salinas Pliego, que apostó también a las telenovelas y los noticieros para hacer eco del discurso oficial como principal eje del negocio.




    El impacto que han tenido las televisoras privadas ha permeado en generaciones de mexicanos pasivos, conformes y apáticos, propiciando una sociedad desarticulada a la que no le interesa participar en los procesos de cambio.




    Emilio Azcárraga Milmo resumió en frases el papel de Televisa: “Somos soldados del PRI y del presidente”, “México es un país de una clase modesta muy jodida, que no va a salir de jodida. Para la televisión es una obligación llevar diversión a esa gente y sacarla de su triste realidad y de su futuro difícil”. Su hijo Emilio Azcárraga Jean, heredero del emporio, también fijó en frases la posición de la empresa convertida en grupo de poder ante una nueva situación con la alternancia política en el país: “La democracia es el mejor negocio”. Como prueba de ello, Televisa diseñó la campaña con la que ganó la presidencia Enrique Peña Nieto en 2012, el primer “telepresidente” de México.




    Quizá el hecho más fuerte y trascendente en esta crisis ha sido la implantación del modelo económico neoliberal, con la privatización de todas aquellas funciones y responsabilidades que eran exclusivas del Estado, como la asistencia médica, la educación pública, los servicios de agua, luz, caminos y transporte y la explotación de riquezas naturales con fines sociales. Cada unas de estas responsabilidades y atribuciones se fueron dejando en manos de empresas nacionales y extranjeras que sustituyeron los intereses sociales por sus propias ganancias.




    Sus consecuencias han sido brutales, lo mismo que las de la corrupción que, parafraseando una expresión del ex presidente Miguel de la Madrid, ha sido el aceite que permite operar la gran maquinaria política mexicana y, al mismo tiempo, el caldo de cultivo de lo que hoy denominamos crimen institucionalizado.




    Hacia 2014, la corrupción costaba al país aproximadamente 341 mil millones de pesos al año. El observatorio económico México “¿Cómo Vamos?” presentó el Semáforo Económico Nacional 2014. De acuerdo con sus datos, la corrupción aumentó 10% en sólo un año, lo que generó una pérdida de 2% en el crecimiento del PIB.




    Sin embargo, otros cálculos colocan la corrupción en niveles más altos. En un artículo de la revista Forbes se señala que, si se toman en cuenta las estimaciones del Banco Mundial (BM), la corrupción le cuesta a México 9% del PIB. Si se prefieren las estimaciones del Centro de Estudios Económicos del Sector Privado (CEESP), la cifra alcanza 20% del PIB. En otras palabras, la quinta parte de lo que producimos se va en corruptelas.




    A este panorama habría que agregarle otro elemento más, que ha tenido un efecto muy importante: el escándalo de pederastia y corrupción entre miembros importantes de la Iglesia católica.




    El 14 de abril de 1997, el reportero Salvador Guerrero Chiprés publicó en el periódico La Jornada la noticia de que el fundador de los Legionarios de Cristo, Marcial Maciel, era acusado de pederastia. Una revelación que con los años sería trascendente en todo el mundo pues hasta la actualidad siguen denunciándose cientos y hasta miles de casos de abuso sexual a menores por parte de miembros de la jerarquía católica.




    Este caso golpeó de manera contundente a toda la feligresía que de por sí ya no miraba de la misma manera a los sacerdotes en sus pueblos y comunidades, menos a los jerarcas vinculados con los poderes políticos, económicos y hasta del narcotráfico. El Vaticano, encabezado por el papa Juan Pablo II, apoyó a los Legionarios de Cristo, lo cual ahondó aún más la crisis de confianza.




    Elio Masferrer Kan, el antropólogo de las religiones, asegura que la Iglesia católica atraviesa por una severa crisis que no tiene comparación en los últimos 400 años. El nuncio apostólico en México, Christopher Pierre, admitió esta situación al decir:




    

      Si hay momentos de crisis, hay personas que dejan la Iglesia; hay personas que piensan ahora que pertenecer a la Iglesia o practicar su fe dentro de la Iglesia católica no le corresponde, eso ciertamente son momentos difíciles para la Iglesia.


    




    En una entrevista publicada en el portal noticiacristiana.com, Masferrer Kan, el presidente de la Asociación Latinoamericana para el Estudio de las Religiones (ALER), advirtió que “la mitad de mexicanos que se declaran católicos ya no les interesa socializar con la Iglesia; la gente cada vez se bautiza menos y se casa menos por la Iglesia”. Citó que en el 2005 se registraron alrededor de 2.5 millones de nacimientos y hubo un millón 250 mil primeras comuniones, “prácticamente la mitad de los que nacieron se vincularon con la Iglesia, la otra mitad no”.




    El catedrático e investigador de la Escuela Nacional de Antropología e Historia (ENAH), Masferrer Kan señala que en el mismo tenor de retroceso están los bautizos, pues sólo 74.5% de los nacidos en México recibe ese sacramento. De acuerdo con el anuario estadístico del Vaticano —el último dato disponible—, en todo el mundo se registraron 16 millones 900 nueve mil bautizos, y en el año anterior hubo 17 millones 23 mil.




    Señala el también investigador de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) Masferrer Kan que, de acuerdo con encuestas del propio Vaticano, en México hay un sacerdote por cada 6 mil 500 feligreses, en tanto que la media mundial es un sacerdote por cada 2 mil 50 fieles. Y que mientras 80% de los mexicanos se declara católico, datos del Instituto Nacional de la Juventud establecen que de los jóvenes de 25 a 29 años sólo 40.9% se declara practicante del catolicismo. Eso quiere decir que “el 59% o es católico no practicante o es evangélico o ateo”.




    Por otra parte, añade que si se comparan los datos de los casamientos religiosos con los civiles (durante 2005), sólo 53% contrajo un matrimonio religioso.




    En abril de 2010 la empresa Parametría publicó la encuesta La crisis de la Iglesia católica. En ella indica que los casos de abuso infantil cometidos por sacerdotes, así como las declaraciones de algunos de sus jerarcas sobre diversos temas políticos y sociales han minado la confianza de los mexicanos. De acuerdo con la más reciente Encuesta Nacional en Vivienda de Parametría,




    

      la Iglesia católica se encuentra en su punto más bajo de confianza desde 2002, cuando iniciaron las mediciones. Actualmente, 67% de la población confía en la institución eclesiástica, pero si se compara este dato con los registros obtenidos durante los primeros seis años del siglo XXI —cuando 80% de los mexicanos confiaba en la Iglesia católica—, se aprecia una caída de 13 puntos porcentuales en la confianza de la Iglesia.3


    




    Añade la encuestadora que la opinión pública es cada vez más sensible al tema. Mientras que en julio de 2002 sólo seis de cada 10 personas se enteraron de los abusos sexuales, para 2010 ya eran ocho de cada 10.




    Otro de los datos más reveladores es la manera en que la sociedad mexicana cambió su percepción sobre estos eventos: en el año 2002, 48% de la población consideraba el abuso sexual infantil cometido por los sacerdotes católicos como casos aislados, pero en 2010, sólo 24% de la gente compartió esta idea. Es decir, la mayoría de los mexicanos percibe los abusos sexuales como un patrón de conducta de los ministros religiosos.




    Este conflicto ha tenido una profunda repercusión en los mexicanos si tomamos en cuenta que la mayor parte de la población profesa la fe católica cristiana.




    En la Iglesia católica se resisten a nombrar nuevos santos. Hay una lista de 400 personas que están esperando el trámite de la santificación, la mitad de ellos son beatos. En esta lista no hay ningún santo popular.4




    Durante los primeros diez siglos de la Iglesia católica, el reconocimiento de los santos era informal y popular. Hubo muchos que fueron canonizados por aclamación de la gente y el control de la santidad estaba en manos de obispos y sínodos locales. En 1170 el papa Alejandro III decretó que sólo con la autorización pontificia se podía canonizar, pero fue hasta 1634, con el papa Urbano VIII, que esta exigencia fue reconocida por los obispos.




    Juan Pablo II fue el papa que más santos canonizó en la historia: 482 desde que empezó su pontificado en 1978 hasta que murió en 2005; además proclamó mil 341 beatos. La Congregación para la Causa de los Santos, con el último consentimiento del papa, designa las tres categorías que llevan a la santidad oficial: venerable, beato y santo.




    El proceso para llegar a la canonización parece un largo camino burocrático en el que se tiene que llenar cierta cantidad de requisitos llamados milagros. Los santos populares se saltan toda esta burocracia religiosa y, como en sus antiguos tiempos, son venerados según las necesidades de la gente.




    Parafraseando al filósofo Zygmunt Bauman, los tiempos de solidez de las instituciones se acabaron; hoy vivimos tiempos líquidos en los que todas y cada una de estas instituciones sociales, políticas, de justicia y religiosas se nos diluyen en las manos y se van por las cañerías.




    Y quizá no sea erróneo decir que en muchas ocasiones sólo por el milagro de la fe representada en esta legión de santos populares es que millones de mexicanos sobrevivimos flotando en un mar de incertidumbre.




    

      




      1 Manuel Aguirre Botello, “Las crisis económicas en México 1929-2012”, www.mexicomaxico.org




      2 Katia J. Perdigón Castañeda, La Santa Muerte. Protectora de los hombres, México, INAH, 2008, p. 86.




      3 Parametría, “La crisis de la Iglesia católica”, abril, 2010.




      4 Kristín Gudrún Jónsdóttir, Bandoleros santificados. Las devociones a Jesús Malverde y Pancho Villa, México, El Colegio de San Luis Potosí, 2014.
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